Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 14:44). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«Nota de la Suprema Corte de Justicia, en respuesta a la nota enviada por esta asesora, por 
medio de la cual informan acerca de la remuneración de los magistrados. (Enviada por correo 
electrónico el 12 de octubre). 


Nota de la Asociación de Fiscales del Uruguay relacionada con los derechos de los fiscales 
contemplados en el proyecto de ley por el que se regula la Fiscalía General de la Nación. (Enviada por 
correo electrónico el 14 de octubre).» 


Hacemos ingresar a los invitados. 
(Ingresa a Sala la delegación de la Agencia Nacional de Vivienda). 


—Damos la bienvenida a la delegación de la Agencia Nacional de Vivienda integrada por su 
presidente, el arquitecto Francisco Beltrame; su vicepresidente, el economista Claudio Fernández; el 
director, escribano Gustavo Borsari; el gerente general, contador Gustavo Marton y la asesora letrada, 
doctora Cecilia Menéndez. 


La comisión ya los había recibido en el marco del análisis del estatuto del funcionario de la 
Agencia Nacional de Vivienda. Habida cuenta de que estamos culminando con la votación del 
proyecto, tenemos algunas dudas y algunos artículos fueron desglosados, convinimos en reiterar la 
invitación a los efectos de ir analizando lo que todavía queda pendiente. Como tienen la versión 
taquigráfica donde aparecen los desgloses, tal vez la metodología más adecuada sería que hicieran 
una primera intervención y después pasáramos a realizar un intercambio. 


SEÑOR BELTRAME.- Es un gusto estar nuevamente en la comisión. En primer lugar, quería hacer una 
introducción sobre dos o tres aspectos en los que me parece que hay cierto nivel de confusión o algún 
entrevero desde el punto de vista de cómo se ha considerado. De la lectura de la versión taquigráfica 
surge una interpretación sobre la necesidad de la aplicación de la Ley n.” 19121 referida a los 
funcionarios públicos de la Administración Central. En función de ello, la Ley n.* 19127 no tiene alcance 
con respecto al funcionariado de la ANV, que es un servicio descentralizado regido por el artículo 221 
de la Constitución. Esta era la primera aclaración que quería hacer, sin perjuicio de que muchas de las 
disposiciones de la Ley n.* 19121 se toman efectivamente a la hora de establecer el estatuto para el 
funcionario de la Agencia Nacional de Vivienda. En fin, esta norma alcanza a otro tipo de funcionarios 
que no son como el funcionariado de la ANV. 


Consideramos importante aclarar “dado que advertimos interpretaciones que, a nuestro 
entender, no se ajustan estrictamente a la realidad- que la creación y la génesis de la Agencia 
Nacional de Vivienda se dan a partir de la restructura del Banco Hipotecario del Uruguay. Me parece 
que esto es claro por cuanto determina y define algunas necesidades que planteamos en ocasión de 
nuestra comparecencia anterior. Seguramente recordarán que dijimos que dentro de la ANV coexisten 
dos situaciones diversas, porque por ley de creación se distinguen dos tipos de funcionarios: por un 
lado, están aquellos provenientes del Banco Hipotecario del Uruguay —que son funcionarios bancarios 
que aportan a la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias— y, por otro, los que podríamos llamar 


genuinos de la ANV, que son aquellos funcionarios que no revisten la calidad de bancarios, sino que se 
fueron incorporando poco a poco a la Agencia Nacional de Vivienda a partir de su ley de creación. 


Hasta no tener nuestro propio estatuto —que es justamente lo que estamos buscando-—, va a 
seguir habiendo una dualidad que es necesario homogeneizar. Tenemos funcionarios con estatuto BHU 
y funcionarios sin estatuto formal o propio. Como dije en la comparecencia anterior, hasta no tener 
nuestro propio estatuto estamos expuestos a algunos juicios en virtud de esta dualidad. 


Luego de esta pequeña introducción sobre los aspectos más conceptuales que hacen a buena 
parte de las observaciones que ustedes nos hicieron llegar o que surgieron de la discusión en la 
comisión, quisiera que la señora presidenta cediera el uso de la palabra a nuestra asesora legal, a los 
efectos de abordar los aspectos netamente jurídicos planteados en los desgloses y hacer algunas 
observaciones. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Buenas tardes. No sé si analizar solamente los artículos desglosados o 
también mencionar las observaciones que quisiéramos hacer sobre el texto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sugiero seguir el orden del articulado y analizar tanto las observaciones 
como los desgloses. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El primer artículo desglosado es el 5.% Queremos hacer una observación 
sobre la redacción. En realidad, cada literal debería comenzar con un verbo, pero empieza con un 
sustantivo. Esto no es esencial ni mucho menos. Para describir qué se requiere, en los distintos 
literales se habla de ciudadanía, voto, aptitud moral, aptitud física y juramento. Como decía, cada literal 
comienza con un sustantivo que constituye el requisito y luego se hace la descripción. Aparentemente, 
lo sustancial del desglose de este artículo es el tema de la falta de acreditación del voto y qué ocurre 
en ese caso. 


La Ley n.* 19.121, que es el estatuto del funcionario de la Administración central o del Poder 
Ejecutivo establece simplemente que «los ciudadanos que hayan cumplido 18 años de edad antes del 
último acto electoral obligatorio, deberán acreditar el voto respectivo». A nuestro juicio, por encima de 
esta ley, aunque sea posterior, prima la ley electoral, que es especial. 


La ley electoral establece: «Los ciudadanos que hayan cumplido dieciocho años de edad 
antes del último año electoral y no exhiban sus credenciales con algunos —utiliza la palabra «algunos» 
que es un poco cuestionada— de los sellos previstos en los artículos 4%, 5% y 8%, o las constancias 
expedidas por las Juntas Electorales, no podrán ingresar a la Administración Pública. Esta prohibición 
no será subsanada con el pago de la multa prevista en el artículo 8% de la presente ley». 


Se requiere que acrediten el voto o que justifiquen por qué no votaron y, en caso de no 
acreditar el voto ni presentar una justificación, no podrán ingresar a la Administración Pública. Lo que 
se discute con respecto a este artículo es si no podrán ingresar hasta la próxima elección nacional 
obligatoria —en ese caso, al votar ya podrían ingresar a la Administración Pública—, o si es un requisito 
solamente para el período durante el cual se hace el contralor del voto, es decir los 120 días siguientes 
a la elección. Optamos por esta última opción que nos pareció un poco más benévola, ya que en la otra 
la persona debería esperar cinco años para ingresar a la Administración Pública. 


SEÑOR HEBER.- No entiendo por qué la prohibición no será subsanada por el pago de la multa. 
Estamos generando una limitante para el ingreso de un funcionario que quizá por razones de distancia 
no pudo pagar el pasaje o no tenía las condiciones de viajar a votar a Artigas desde Montevideo. Si esa 
persona paga la multa, es decir que cumple con la ley electoral, ¿por qué pierde el derecho a ingresar 
a la Administración Central? Si no pagara la multa, estaría de acuerdo; si no votó y no pagó la multa, 
entonces no puede ingresar a la Administración Pública. Pero si pagó la multa, ¿cuál es el sentido de 
que no pueda ingresar a la Administración? ¿Es una doble penalidad, más allá de la que establece la 
ley electoral? Esa ley ya establece multas para quienes en definitiva no cumplieron con la obligación de 
votar. 


SEÑORA MENDÉNDEZ.- En realidad, es la propia ley electoral la que establece la prohibición. 
Nosotros recogemos lo que la ley ya expresa: «Esta prohibición no será subsanada con el pago de la 
multa». No estamos creando nada. Además, la ley electoral prima sobre este estatuto porque es una 
ley especial. Refiere a la obligación del voto y su contralor, y no podemos contradecirla. 


SEÑOR HEBER.- No lo tenía presente, pero no estoy de acuerdo. Me parece un disparate. 


SEÑOR MIERES.- En el literal B) del artículo 5. se opta por una ley anterior al Estatuto del funcionario 
público de la Administración Central. ¿No parece más razonable, por ser posterior, utilizar la referencia 
del Estatuto del funcionario público, que por lo menos en el tema del voto es bastante claro y elimina 
esa referencia? Reitero que me parece de muy poca precisión legislativa hablar de alguno de los 
sellos. Está bien, están en el artículo de una ley anterior, pero eso no quiere decir que uno tenga que 
repetir errores. Cuando se habla de algunos sellos, ¿a cuáles nos estamos refiriendo? ¿Cuáles sellos 
sería importante que estén y cuáles no? Estamos legislando nuevamente y si la Ley n.” 16017 
establece «algunos», pero es mejor precisarlo de otra manera y el Estatuto del funcionario público de la 
Administración Central refiere también al tema y lo dice de una manera bastante más clara, no 
entiendo por qué se mantiene una referencia que tiene problemas. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente de eso, me parece que sería mejor establecer que no 
podrán ingresar aquellas personas que no hayan cumplido con las exigencias de tal ley, porque si 
mañana se modifica esa ley, tendremos que ir a cada una de las que allí se citan y modificarla. Es 
preferible que solo se haga referencia a la ley y si mañana se cambia, no habrá que modificar esta. Se 
hará referencia a la ley anterior. Si un día el legislador dice que con el pago de la multa es suficiente y 
nosotros cambiamos la ley inicial —a la que ustedes están haciendo referencia— y no cambiamos esta — 
porque nadie se acuerda—, habrá una limitación superior a la voluntad del legislador de haber cambiado 
la ley madre. Aquí se está copiando la ley madre. Me parece que, de repente, lo mejor es hacer 
referencia a una ley o, si se opta por el Estatuto del funcionario de la Administración Central, nombrar 
el artículo correspondiente de esa ley y no poner toda la referencia. Me parece que eso es mejor. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Según creí entender de la explicación de la doctora Menéndez, aquí se está 
haciendo primar una ley especial sobre otra ley que, de alguna manera, hace que cohabiten dos 
soluciones diferentes. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- No, señora senadora. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Ley n.* 19121, que es el Estatuto del Funcionario Público, ¿es una ley 
especial? Porque de ser así, tiene el mismo rango y, por lo tanto, quisiera saber por qué se opta por 
una o por otra. Planteo estas inquietudes porque todos nos quedamos con dudas y estamos buscando 
la forma de laudarlas. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En materia de interpretación de las leyes, hay dos principios básicos. Uno es 
el temporal, o sea que una ley posterior deroga a la anterior, y el otro es el de la especialidad. La Ley 
de Elecciones es especial en material electoral. La Ley n.* 19121 es especial en materia de estatuto 
funcional, pero no puede derogar en un tema que es materia de una ley especial como es la Ley de 
Elecciones. 


Creo que en el caso del ingreso de un funcionario a una administración pública dentro del 
Poder Ejecutivo, se le va a exigir lo que establece la Ley de Elecciones por más que se diga 
simplemente que acredite el voto. Se le va a aplicar la prohibición porque eso está previsto en una ley 
especial. Si la Ley de Elecciones fuese modificada, por ser especial, traería consigo la derogación de 
todas las normas que no son especiales y que se opongan a ella. 


SEÑOR HEBER.- Entre los requisitos establecidos en el artículo 5% de la Ley n.? 19121 se dice: «Los 
ciudadanos que hayan cumplido 18 años de edad antes del último acto electoral obligatorio deberán 
acreditar el voto respectivo». Me parece que eso es más sencillo y no entramos en el tema de los 
sellos, las constancias, etcétera. Estoy aludiendo a un estatuto que es para todos los funcionarios 
públicos de la administración. Luego la reglamentación establecerá que, si no acredita el voto, deberá 


presentar el pago de la multa o cuál será la instancia, pero de esta forma salimos de un tema 
engorroso y opinable. 


SEÑORA AYALA.- Sugiero, como cuestión de orden, escuchar las argumentaciones que nos presentan 
quienes hoy nos visitan con respecto a los artículos desglosados. En caso de que exista alguna 
inquietud, hacer la pregunta pertinente, pero opinar sino dejar para definir luego, entre todos, lo que 
vamos a hacer. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Trataremos de seguir un método que nos sirva para evacuar las dudas. Si 
hay preguntas y repreguntas, es obvio que las inquietudes siguen pendientes. Por lo tanto, desde la 
Presidencia procuraré administrar la palabra para que esto se subsane. Si no lo logro, luego de que se 
retire la delegación, seguiremos debatiendo entre nosotros. 


SEÑOR MIERES.- Deseo referirme al artículo 4%, que no está desglosado, pero que en su momento 
fue objeto de discusión. No nos quedó claro si era necesario que existiera ese artículo porque, en 
realidad, establece una facultad que el directorio de hecho ya tiene de constituir comisiones asesoras, 
hacer que se cumpla este estatuto, estudiar el ordenamiento presupuestal, etcétera. 


La pregunta concreta es si el directorio de la ANV tiene alguna dificultad con el hecho de 
eliminar este capítulo, en la medida en que entre las facultades naturales del directorio está hacer esto 
que se dice aquí. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a terminar con el artículo 5.*, que era lo que estábamos analizando 
previamente y luego, antes de avanzar —estamos dando un pasito para atrás—, volveremos sobre el 
artículo 4.*. 


Han quedado hechas las preguntas y las respuestas sobre el artículo 5.*, pero no sé si hay 
alguna otra precisión para formular. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- La última apreciación sobre el artículo 5.* y el tema del voto es que el requisito 
establecido en la Ley n.” 19121 dice: «deberán acreditar el voto respectivo». Tampoco se prevé la 
situación de aquella persona que no votó pero lo justifica debidamente. 


En cuanto a la frase «algunos de los sellos previstos por la normativa electoral», la incluimos 
porque, precisamente, la normativa electoral dice textualmente: «y no exhiban sus credenciales con 
algunos de los sellos previstos en los artículos 4%, 5” y 8%, o las constancias sustitutivas». Para no 
poner todo eso nos referimos a algunos de los sellos o constancias previstos por la normativa electoral. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ahora pido a nuestros invitados que se refieran a la pregunta que hizo el 
señor senador Mieres sobre el artículo 4.*. 


SEÑOR BELTRAME.- El artículo 4.2 habla de que «El Directorio podrá constituir». Obviamente, a esta 
instancia llegamos luego de un proceso de discusión que ha tenido distintas etapas de debate también 
con los representantes de los trabajadores. Aquí lo que se hace, pura y exclusivamente, es plasmar en 
este estatuto una posibilidad del directorio. «El Directorio podrá constituir comisiones asesoras» con 
integración, así como también otras comisiones asesoras sin delegación y, con el fin de colaboración, 
podrá existir representación elegida por los trabajadores. 


Por lo tanto, entendemos que no quita ni agrega nada; es producto de una discusión y de un 
intercambio con los representantes de los trabajadores. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Podemos proseguir con los artículos siguientes. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Simplemente quiero hacer una aclaración. 


El artículo 8. pasó de un lado a otro y luego se volvió a cambiar de lugar. Cuando dice: «En 
todos los casos la designación será dispuesta por Resolución del Directorio» se refiere a cualquier 
designación, ya sea como resultado de un concurso interno o externo. Cualquier designación es 
potestad del directorio. 


Están desglosados los artículos 13 a 19, que refieren al sistema escalafonario propio de la 
ANV y, en realidad, no advierto muy bien cuál es la razón del desglose porque ahí sí se reproduce 
textualmente lo contenido en la Ley n.* 19121. Con alguna frase más adelante o más atrás, si los 
leemos uno a uno veremos que todos tienen el mismo contenido y el mismo concepto. Repito que no 
sé cuál es el sentido de desglosar los artículos 13 a 19. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente no son idénticos. El artículo 13 termina en la palabra «comprende», y 
hasta ahí es igual al artículo 38 de la Ley n.* 19121, pero después este último artículo dice: «y por el 
tipo de formación adquirida que se requiere para su ejecución». 


En realidad, pensamos que sería mejor que no tuviéramos distintas definiciones de escalafón 
en la Administración; ya sea que se trate de servicios descentralizados o centralizados. Nos parece que 
es de buena técnica legislativa empezar a unificar. Si se generó el consenso entre todos los 
trabajadores de COFE y agremiados y se llegó a una instancia de definición, no veo por qué tenemos 
que sacarle la frase que dice: «Y por el tipo de formación adquirida que se requiere para su ejecución». 
Esto es en el caso del artículo 13, pero también se repite la definición de subescalafón en el caso del 
artículo 14. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Se entendió que correspondía incluir el agregado «Y por el tipo de formación 
adquirida que se requiere para su ejecución» en la definición de subescalafón y no en la de escalafón. 
De hecho en el artículo 14 dice: «Se entiende por subescalafón, al conjunto de cargos que, 
perteneciendo a un mismo escalafón, han sido sub agrupados en atención a la exigencia del nivel de 
formación que se requiere para su ejercicio». Creo que es igual para el artículo 40 de la Ley n.* 19121, 
porque en realidad la expresión «el tipo de formación adquirida» lo repite en ambas definiciones, tanto 
en la del escalafón como en la del subescalafón. 


SEÑOR HEBER.- El principio del artículo 14 —que corresponde al artículo 40— es idéntico, pero no se 
agregan las definiciones del subescalafón, dice: «El escalafón de Servicios Auxiliares y Oficios 
comprenderá los siguientes subescalafones: Servicios Auxiliares y Calificado en Oficios. El escalafón 
Administrativo será único. El escalafón Técnico y Profesional comprende los siguientes 
subescalafones: Calificado en Técnicas Terciarias, Técnico Universitario, Profesional Universitario». 
Entonces, queremos preguntar cuál es la razón para no incluir estas definiciones en los subescalafones 
que, repito, están en el estatuto del funcionario. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Acá se trata de definir qué es un escalafón y un subescalafón y determinar 
cuáles son los escalafones o subescalafones que integran la estructura de la Agencia Nacional de 
Vivienda. No es un tema estatutario sino presupuestario. Además, los escalafones de la Agencia 
Nacional de Vivienda no son equivalentes a los escalafones del Poder Ejecutivo. Es decir que el 
presupuesto de la agencia establece que los escalafones son: conducción; profesional y científico; 
especialista profesional; administrativo; y oficios. Tienen distintas denominaciones y subescalafones. 
Repito: el tema de cuáles son los escalafones y de qué grado va uno a otro no es estatutario sino 
presupuestario. 


El artículo 15 define el concepto de cargo y tiene la misma redacción que el artículo 50 y el 
segundo inciso del artículo 52 de la Ley n.* 121. 


SEÑOR MIERES..- Se dijo que el párrafo primero del artículo 14 es idéntico, pero tampoco lo es porque 
se agrega «y responsabilidad». En el Estatuto General del Funcionario de la Administración Central no 
se incorpora el concepto «responsabilidad». La pregunta de fondo es si estas modificaciones tienen 
alguna explicación peculiar o si nosotros podemos legislar tomando como referencia el criterio general 
y tener una lógica más congruente entre los estatutos. Entiendo la necesidad de no discriminar dentro 
de los subescalafones, el segundo y el tercer párrafo están bien, pero en el primero ya hay otra 


diferencia. Hay diferencia en la definición de escalafón, en la de subescalafón y hay otras diferencias 
más que son puntuales, pero que implican conceptos diversos y ahí estamos definiendo criterios para 
asignar personas en los distintos lugares. Por lo tanto, no entendemos mucho la lógica de hacer 
correcciones parciales a los distintos conceptos que se establecen acá. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Tal vez, la palabra «idéntica» no fue la más apropiada. Lo que quise decir fue 
que sería necesario que conceptualmente se definieran de la misma manera. Entendimos que la 
responsabilidad también forma parte de lo que integra el escalafón o subescalafón. Son cuestiones 
conceptuales que tienen matices; no veo que haya una diferencia tan sustancial. 


Además, reitero que el estatuto del funcionario contenido en la Ley n.* 19121 no obliga a la 
agencia; es para el Poder Ejecutivo. Entendimos que había que redactar el concepto de escalafón o de 
subescalafón con una terminología parecida, pero algo diferente. 


Nada más. 


SEÑOR HEBER.- Me quiero referir al artículo 15 y debo decir que no escuché bien porque estaba 
tratando de ubicar el artículo 50 —que refiere a la definición del cargo— del Estatuto del Funcionario 
Público. Como ya lo he encontrado, me gustaría oír un comentario por parte de la doctora para saber 
por qué se agrega la expresión «previsto en el presupuesto» cuando se trata de un tema conceptual, 
de la definición del cargo. 


Precisamente, el artículo 50 del Estatuto del Funcionario Público dice: «El cargo es una 
posición jurídica dentro del organismo, a la que le corresponde un conjunto de actividades asociadas a 
labores, tareas administrativas oO técnicas, oficios o profesiones con determinado nivel de 
responsabilidad». Me da la sensación de que esta es la definición de lo que es un cargo y no sé por 
qué en este caso tiene que estar atada a la expresión «previsto en el presupuesto». 


Por otro lado, en el artículo 15 se agrega: «A un mismo cargo se le podrán asignar diferentes 
ocupaciones de similar nivel relacionadas con su especialidad». Acá podemos entender que puede 
existir una situación especial en la Agencia Nacional de Vivienda, con funcionarios propios del 
ministerio que pasaron ahí y funcionarios bancarios, y sea posible justificar que se les asignen 
diferentes ocupaciones de similar nivel relacionado con su especialidad. Esto está consagrado en el 
Estatuto del Funcionario, así que pregunto algo que tiene que ver con lo coyuntural. ¿No creen que en 
algún momento se podrá resolver la equiparación y el funcionamiento de la administración que 
después quedará para siempre? No está en la definición, pero tal vez se podría hacer un artículo 
aparte para el caso específico, para cuando ingresen a la Agencia Nacional de Vivienda nuevos 
funcionarios; el caso de los que de alguna manera estaban en doble escalafón o escalafones similares 
unos en el Banco Hipotecario y otros en lo que era el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente— en algún momento se resolverá. 


Me refiero a que frente a la coyuntura tal vez podamos tener un artículo aparte que no hace a 
la definición del cargo, porque esta definición es algo conceptual. 


Estas son las dudas que tenemos con respecto al artículo 15 en contraposición con lo que 
afirma el artículo 50 del Estatuto del Funcionario Público. 


SEÑOR BELTRAME.- Me gustaría hacer una aclaración que es de rigor porque me parece que hay un 
problema de comprensión o de información. La Agencia Nacional de Vivienda no tiene absolutamente 
ningún funcionario que fuera parte del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente; los funcionarios que revisten hoy en la Agencia Nacional de Vivienda son aquellos que al 
momento de la definición de la reestructura del Banco Hipotecario no quedaron contemplados dentro 
de ella. Tenemos, dentro de eso, dos subgrupos muy importantes que me interesa señalar. 


Por un lado, lo vinculado a la clínica médica del Banco Hipotecario que no está incluido dentro 
de esto porque no forma parte de la estructura de la ANV, pero que lo estamos administrando. 


El otro grupo es el de un montón de funcionarios que están en distintas instituciones. Por 
ejemplo, hay seis o siete casos de funcionarios que desde antes de la creación de la Agencia Nacional 
de Vivienda estaban en comisión en distintos organismos, algunos dentro del Parlamento. Por otro 
lado, están los funcionarios que, por la vía del concurso han venido ingresando a la Agencia Nacional 
de Vivienda. 


Me importa destacar esto porque se trata de dos grupos bien diferenciados y que, a futuro — 
será para el 2030, aunque esperemos que sea un poco antes—, no habrá más funcionarios bancarios 
dentro de la estructura de la ANV. Me parece que estos datos son importantes para contextualizar y 
nivelar la información. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En la definición de cargos se agrega: «previsto en el Presupuesto», porque 
solamente los cargos son los que están presupuestados, las personas que prestan otro tipo de 
funciones fuera de los cargos presupuestados tienen contrato de función pública, de arrendamiento de 
servicios, son becarios o pasantes, pero ninguno ocupa un cargo; los cargos se corresponden y tienen 
que estar con el Presupuesto, por eso expresamos «previsto en el Presupuesto» porque va de suyo 
que si es un cargo está en el Presupuesto. 


Con respecto al agregado final, quiero decir que recoge el inciso segundo del artículo 52 de la 
Ley n.* 19121, que establece que a un mismo cargo se le podrán asignar diferentes ocupaciones de 
similar nivel relacionadas con su especialidad. 


En el artículo 16, «Titularidad del cargo», también se expresa que todo funcionario 
presupuestado es titular de un cargo y se corresponde con los artículos 51 y 52 de la Ley n.* 19121. 
También se agregó la condición de presupuestados, ya que los funcionarios contratados, como recién 
dije, no ocupan un cargo. 


El artículo 17 define las ocupaciones y se corresponde con el primer inciso del artículo 52 de 
la Ley n.* 19121. Como recién vimos, los restantes incisos de ese artículo 52 están en el artículo 15 y 
16. 


En el artículo 18, no entendí por qué se decía que estaba mal la definición del grado. En 
realidad, son los cargos los que tienen grados, los escalafones van de un grado a otro. En cualquier 
llamado a concurso se dice: «Se llama a concurso para un cargo de administrativo | grado tanto». O 
sea que el grado se corresponde con el cargo y no con el escalafón. Reitero que no entendí esa 
observación de que estaba mal la definición de grado. 


En el artículo 19, que está desglosado, simplemente se prevé el cambio de escalafón. Un 
funcionario puede cambiar de escalafón ingresando por el grado más bajo. Lo que se cuestionó en 
algún momento es que no podrá recibir un sueldo inferior al que venía percibiendo. En realidad, esto es 
una equiparación con el funcionario que es redistribuido de un organismo a otro, que tampoco pierde 
retribución, sino que la mantiene como una compensación. 


El artículo 20, quizás, es el más difícil de entender, porque es el que traduce cuál es la 
situación actual del conjunto de funcionarios de la ANV. Tenemos que partir de la base de que la ley de 
creación de la agencia establece que su personal estará conformado por dos grupos: los provenientes 
del Banco Hipotecario del Uruguay y los que ingresen a la Agencia Nacional de Vivienda. Estos últimos 
desarrollan su carrera funcional como en cualquier otro organismo pero ¿qué sucede con los 
provenientes del Banco Hipotecario? Por ley y por convenios, ellos tienen una serie de derechos 
garantizados y pueden ocurrir dos cosas: que quieran pasar a integrar la estructura escalafonaria de la 
ANV, ya sea por concurso a cargos de mayor jerarquía o simplemente migrando, es decir, pasando de 
un cargo a otro igual pero en la estructura ANV y, a su vez, puede suceder que no quieran salir de su 
sistema escalafonario y eso también está previsto en la ley de creación. En este último caso, estos 
funcionarios se seguirán rigiendo en, por ejemplo, los aumentos salariales, por los grados. No van a 
hacer carrera funcional porque, por la Ley n.* 18125, no la hay en el sistema escalafonario y esos 
lugares que ocupan en el presupuesto —ni siquiera podríamos decir que son cargos-, se van 
eliminando, a medida que se jubilen. Mientras tanto, se los asocia a un cargo de la estructura de la 


ANV, es decir, un administrativo con un administrativo, un jefe con un jefe, un arquitecto con un 
arquitecto, un abogado con un abogado, etcétera. El hecho de que estén asociados impone que 
aunque desde el punto de vista del presupuesto de la agencia estos cargos estarían vacíos, porque no 
hay funcionarios de la ANV que los ocupen, al estar cubiertos por funcionarios ex BHU, hace que no se 
puedan proveer mientras haya un funcionario proveniente del BHU que pueda cumplir las tareas de 
ese cargo. Eso es lo que se recoge en el artículo 20 y que intenta gestionar una situación bastante 
compleja, con funcionarios que tienen distintos orígenes y situaciones, sobre todo, salariales. 


SEÑOR HEBER.- Comprendemos los dos primeros párrafos del artículo 20 pero nos cuesta interpretar 
el tercero. Allí se habla de los funcionarios de la Ley n.” 18125 y, en principio, con respecto a esto, se 
nos dijo que deberíamos buscar algún otro tipo de definición más adecuada que esta. A su vez, se 
refiere a los funcionarios que no tengan tareas asociadas o asociables a cargos en la estructura 
escalafonaria de la ANV y se dice que mantendrán su situación en el sistema escalafonario de la Ley 
n.” 18125, en tanto no se aplique el artículo 32 de la citada ley. Entiendo que si no son asociables, 
están comprendidos en la Ley n.* 18125 y no llego a comprender por qué tenemos que generar una 
repetición, que ya está establecido en la ley mencionada. Digo esto porque esa misma ley habilita a la 
Agencia Nacional de Vivienda a acordar un programa de redistribución de funcionarios provenientes 
del BHU con el BROU, el Banco Central del Uruguay y el Banco de Seguros del Estado, pudiendo 
incluirlos también en el futuro BHU. La verdad es que esto es bastante engorroso de comprender 
porque si está en la Ley n.* 18125, ¿a qué apunta el tercer párrafo del artículo 20? ¿A algo que no 
estaba previsto? Los dos primeros párrafos disponen claramente la posibilidad de ingreso y refieren a 
tareas asociadas o asociables, pero no me queda claro el objeto del párrafo tercero. Me gustaría que 
me explicaran un poco esto porque quizás no tenga la capacidad de advertir cuál es la situación. 


SEÑOR MIERES.- ¿Hay algún inconveniente en que la redacción del inciso tercero termine: «...en 
tanto no se aplique el artículo 32 de la citada ley», para no repetir lo que dice esa disposición? 


SEÑORA MENÉNDEZ.-No habría inconveniente; el inciso tercero responde a un reclamo del sindicato 
para asegurar la situación de aquellos que no están dentro de la estructura prevista. Si ese artículo 
termina donde propone el señor senador Mieres, diría exactamente lo mismo que si agregamos lo 
demás. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correspondería pasar a considerar el artículo 21. Ya que están ustedes 
aprovechamos para hacerles una pregunta. Observamos que había una coincidencia o superposición 
de este artículo con el literal E) del artículo 3.”. ¿Ustedes también lo ven así? 


SEÑORA MENÉNDEZ.- No hay una reiteración. Todos los organismos públicos tienen programas de 
capacitación para sus funcionarios y es un beneficio para ellos ser capacitados en el ámbito que la 
organización lo considere conveniente para el desempeño de sus tareas. La organización lleva 
adelante estas capacitaciones por sí o por terceros. En cambio, el literal R) del artículo 28 habla de 
facilitar... 


SEÑORA PRESIDENTA.- Estamos hablando del literal E) del artículo 3.*. 
SEÑORA MENÉNDEZ.- Me confundí de artículo. 


El literal E) del artículo 3.* habla de la capacitación y formación. En ese caso, el organismo se 
compromete a facilitar, en la medida en que no interfiera con sus actividades, la capacitación que el 
funcionario procure por sí mismo —por ejemplo, una carrera universitaria—, siempre que sea de 
interés del servicio y que sirva para el mejor ejercicio de la función. En la otra situación, el organismo 
se hace cargo de la capacitación, como parte de sus deberes. 


SEÑOR MIERES.- La doctora se está refiriendo al artículo 22, pero la señora presidenta hizo alusión a 
la superposición del contenido del artículo 21 y la redacción del literal E) del artículo 3.% En esas 
disposiciones hay superposición, se habla incluso en los mismos términos y refieren a la capacitación 
que brinda la propia ANV. La pregunta es si no se podría obviar el artículo 21 por ser una reiteración del 
literal E) del artículo 3.*. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Me confundí de artículo; tenía marcado el artículo 22 como desglosado. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Usted considera que hay superposición? 

SEÑORA MENÉNDEZ.- Sí. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Perfecto. 


Ahora sí vamos al artículo 22, que es el que está desglosado. Yo estaba haciendo referencia a 
uno que no estaba desglosado, pero que formaba parte de nuestras dudas. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 22 es el que acabo de explicar. 
SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Hay alguna duda o está aclarado? 


SEÑOR MIERES.- La duda es el enunciado mismo porque otra vez me parece que estas son 
facultades que tiene el directorio. Además, que en el texto se diga «se facilitará en lo posible», nos 
lleva a pensar en que hay una reiteración, pues están metidas algunas cláusulas que son propias de 
acuerdos, de convenios entre el directorio y el sindicato que no deberían figurar en el proyecto de ley. 
Deberían ser un instrumento separado porque no tienen el tipo de disposición que es propio de una ley. 
El acuerdo entre partes más bien forma parte de convenios, de contratos, de acuerdos entre partes, 
pero esto es un proyecto de ley. 


Entonces, hay disposiciones —esta es una de ellas— que tienen todo el contenido de un 
acuerdo entre el directorio y los trabajadores. Me parece muy legítimo, pero no tiene lógica que sea 
parte del proyecto de ley. 


Esa es la duda que tenemos. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- En la medida en que, de alguna manera, está reconociendo al funcionario no 
diría un derecho pero sí una expectativa, me parece que perfectamente puede formar parte de un 
estatuto. No me caben dudas de que hay muchas cosas en el estatuto que podemos eliminar porque 
están en otro lado, pero eso hace la diferencia entre el estatuto material y el formal. El estatuto material 
son las normas que rigen a los funcionarios y están en cualquier cuerpo normativo, ya sea en la 
Constitución, leyes o decretos, mientras que en el estatuto formal nos abocamos a reunir eso en un 
solo cuerpo normativo. En este caso, tal vez la redacción sea más de convenio que de ley, pero se 
trata de consagrar una legítima expectativa que tienen los funcionarios. 


SEÑOR HEBER.- Nos parece una verdad de Perogrullo. ¿El Directorio de la Agencia Nacional de 
Vivienda no va a facilitar en lo posible la capacitación de sus funcionarios? Sí. Me parece que 
descansa en una desconfianza y que ella está en el estatuto. Eso es lo que de alguna manera no 
consideramos adecuado. ¿Cómo vamos a tener un Directorio de la Agencia Nacional de Vivienda que 
no procure capacitar a sus funcionarios? 


Está bien, es parte de un entendimiento, pero me parece que hay una desconfianza del 
sindicato con respecto al directorio que se incluye en el texto del proyecto de ley. Creo que hay un 
límite para todo. 


No sé, son comentarios pero no es que estemos en contra. Nos parece que es lógico que el 
Directorio de la Agencia Nacional de Vivienda facilite esa capacitación. 


SEÑOR MIERES.- Lo que abunda no daña. 


SEÑOR HEBER.- Sí, estamos en la desconfianza. 


Es simplemente un comentario. 


SEÑORA AYALA.- Si bien no quería opinar, aclaro que yo lo miro por el otro lado, es decir, el de la 
certeza y de la seguridad que da al funcionario este artículo del estatuto de que el ente rector va a 
darle la «facilidad de». 


Entonces, podemos mirarlo de un lado y del otro. No era la intención discutirlo acá, pero lo veo 
por ese otro lado: por la certeza que le da. 


SEÑOR HEBER.- En lo posible. 
SEÑORA AYALA.- Bueno, lo vemos en lo posible. 


SEÑOR BORSARI.- Estoy de acuerdo con algunas de las observaciones realizadas por los señores 
senadores, por ejemplo, con el hecho de que el artículo 4.* —tal como dijo la doctora— es perfectamente 
prescindible, así como también con lo que recién se preguntó sobre el artículo 20, en el cual se podría 
—tal como sugirió el señor senador Mieres— poner el punto en «la citada ley». 


Ahora bien, en cuanto a estos dos artículos, si bien el 21 tiene semejanzas con el literal E) del 
3.”, creo que tanto el 21 como el 22 tienen una teleología importante. ¿Cuál es esa finalidad? 
Garantizar a los funcionarios jóvenes, sobre todos a quienes tienen entre 18 y 20 años, que puedan 
cursar una carrera, una tecnicatura o lo que fuere, ya sea en la Universidad de la República, en la UTU 
o en cualquier otra entidad educativa. Estoy de acuerdo con que quizás habría que eliminar alguna 
palabra, pero, en lo personal, no eliminaría el artículo 21 ya que uno existe en función del otro, y me 
parece que esta dupla atiende el que los jóvenes puedan acceder al estudio. 


Como funcionario me tocó vivir momentos muy difíciles en los que no había derechos ni 
garantías. Obviamente, en un régimen de dictadura, todas estas cosas —como sabemos-— 
prácticamente dejan de regir. Sin embargo, sin irnos al extremo de un período de facto, lo que decía el 
señor senador Heber es cierto: no hay por qué desconfiar de este directorio “puedo asegurarlo—, pero 
el día de mañana puede haber otros directorios... 


(Dialogados). 


—Como decía, creo que estas normas que estamos considerando dan certeza a los 
funcionarios, sobre todo a los jóvenes que quieran formarse. 


Por lo tanto, me parece bastante infeliz la redacción del artículo 22, que dice que se facilitará 
«en lo posible» la concurrencia de los funcionarios a los cursos a los que asistan. En mi opinión, habría 
que eliminar esa expresión y poner, en todo caso, «dentro de las normas establecidas», o algo similar. 
Como dije, fui estudiante mientras era funcionario y, si mal no recuerdo, tenía equis cantidad de días de 
licencia por estudio para preparar exámenes; eso ya está garantizado y está bien que así sea. 


Obviamente, esto está también garantizado en el estatuto del funcionario, pero también es 
bueno decir que hay muchas normas repetitivas en ese estatuto, muchísimas, y casi todos los 
estatutos de los funcionarios reiteran normas. Por tanto, eso no me extraña. 


De modo que, en lo personal, dejaría este artículo 22, pero le buscaría una redacción un poco 
más ajustada a derecho. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros habíamos analizado la casi similitud del literal E) del artículo 3." 
con el artículo 21 y, si no recuerdo mal, la doctora Menéndez dijo que podíamos eliminar el artículo 21. 
El escribano Borsari señala que hay una cohesión entre el 21 y el 22, y que preferiría mejorar la 
redacción del artículo 22, pero no eliminar el artículo 21. Entonces, ¿eliminaríamos el literal E) del 


artículo 3. y así subsanaríamos el problema? Terminemos con esto porque, si no, vamos a seguir 
dándole vueltas a esta noria. 


Reitero, la superposición se daba entre el literal E) del artículo 3.* y el artículo 21. El artículo 
22 va a quedar con la pequeña modificación planteada. 


SEÑOR MARTON.- El hecho de que haya que eliminar el literal E) del artículo 3.2 me genera dudas 
porque se trata de un artículo que habla sobre los principios fundamentales y los valores 
organizacionales. Me parece que está bien plantearse como uno de los valores fundamentales de la 
Agencia Nacional de Viviendas que se fomente la capacitación y el perfeccionamiento. 


Por un lado, entiendo que no sería conveniente eliminar el literal E) de ese artículo y, por otro, 
pienso que corresponde que mantengamos el artículo 22, aunque quizá con alguna variante en la 
redacción, en función de lo que se ha venido conversando. Entiendo que lo que se está planteando 
también es promover la capacitación por iniciativa de los funcionarios, y me parece que eso es 
importante para cualquier institución desde el punto de vista del clima organizacional, de la motivación 
y de lo que está planteado aquí sobre generar formación que esté vinculada a los objetivos del 
organismo, incluyendo —que es lo que se procura a través de este artículo— la que surge por iniciativa o 
a propuesta de los propios funcionarios que trabajan en la institución. 


SEÑOR BELTRAME.- Obviamente, son los señores senadores los que deben decidir esto. De acuerdo 
a la línea que plantea el contador Marton, creo que es un error eliminar el literal en cuestión del artículo 
3.%, sobre todo cuando entre otras cosas está el término «perfeccionamiento» como tema. 


Entiendo la preocupación que pueda haber por ser lo más sintéticos posible en las 
redacciones, siendo las nuestras tan latinas que, en general, repetimos. Sin embargo, como me 
enseñaron hace mucho tiempo, lo que abunda no daña. En definitiva, si esto garantiza la efectividad 
del ejercicio de determinados derechos y determinados desarrollos, me parece importante sostenerlo. 
De todas formas, los señores senadores son los que van a levantar o no la mano en el momento 
indicado. 


SEÑOR BORSARI.- Sugeriría que el artículo 22 dijera: «Se garantizará, según las normas vigentes, la 
concurrencia de los funcionarios a los cursos a que asistan», etcétera. 


SEÑOR BELTRAME.- Disiento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se sugiere esa redacción, pero nosotros después lo vamos a ver. Nos 
llevamos las opiniones y después sintetizaremos la nuestra. 


SEÑOR BELTRAME.- Creo que tiene que haber un nivel de relación entre lo que facilitamos y la 
noción de medida. Por ejemplo, si por esas casualidades un ingeniero agrimensor estudió biofísica y 
desea hacer un curso de especialización de equis cosa, llamémosle cósmica, y una maestría, 
obviamente que con los recursos de la Agencia Nacional de Vivienda no lo va a poder realizar. Por eso, 
el verbo «garantizará» me parece un poco excesivo. 


Es en ese sentido que me permito discrepar con la redacción propuesta por el escribano 
Borsari. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se pasa a considerar el artículo 28. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Aparentemente, la observación planteada en esta disposición es que refiere a 
una serie bastante larga de derechos que se reconocen a los funcionarios y se establece que la misma 
no es taxativa. Esto amerita la siguiente explicación. 


Todas estas normas están contempladas en otro lado, lo cual es obvio, pero, por definición, el 
estatuto es una norma que recoge derechos y deberes de los funcionarios. Esa es la definición formal 
de estatuto; por lo tanto, debe contener un capítulo de derechos. 


¿Por qué se dice que la enumeración no es taxativa? Porque, según el artículo 72 de la 
Constitución, la enumeración de derechos no agota los derechos de la persona, sino que a ella se le 
reconocen además todos los que son «inherentes a la personalidad humana o se derivan de la forma 
republicana de gobierno». Quiere decir que toda enumeración de derechos, sea de personas, de 
trabajadores o de lo que fuera, nunca es taxativa; siempre hay más derechos de los que ahí se 
mencionan. Lo que sucede es que, a nivel de una relación funcional, se establecen los más 
importantes o relevantes. 


Cualquier texto estatutario que se tome en cuenta —incluso, me tomé el trabajo de mirar el 
Estatuto del Funcionario de la Cámara de Senadores— debe contener un capítulo de derechos en el 
que se contemplan la mayoría de ellos. 


Esta es la explicación de un artículo que parece tan largo. 
SEÑOR MIERES.- Este no es un tema sustantivo sino de técnica legislativa. 


La pregunta que uno se hace es si no tiene más lógica que el capítulo esté resumido en un 
párrafo que, básicamente, establezca lo que se señala en el último. Es decir, «Todos los funcionarios 
de la Agencia Nacional de Vivienda tienen los derechos establecidos por la Constitución y las leyes sin 
perjuicio de todos aquellos otros que no estén taxativamente establecidos». 


Considero que, desde el punto de vista de la técnica legislativa, esta enumeración es 
sobreabundante. Esa es la impresión que tengo. Además, ya que llega hasta la letra «S», se agrega — 
como debe ser— que no tiene carácter taxativo. Entonces, advierto una cierta contradicción en ese 
sentido. 


Quizá sería conveniente que el artículo simplemente expresara que los derechos de los 
funcionarios de la Agencia Nacional de Vivienda son los que establecen la Constitución, las distintas 
leyes y los convenios colectivos, sin que esto implique que sean exclusivamente ellos. 


Esta es la duda que tengo, porque lo otro me parece sobreabundante. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El propio artículo 61 de la Constitución establece: «Para los funcionarios de 
carrera, el Estatuto del Funcionario establecerá las condiciones de ingreso a la Administración, 
reglamentará el derecho a la permanencia en el cargo, al ascenso, al descanso semanal y al régimen 
de licencia anual y por enfermedad; las condiciones de la suspensión o del traslado; sus obligaciones 
funcionales y los recursos administrativos contra las resoluciones que los afecten, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la Sección XVI!l». 


Quiere decir que una parte de este contenido nos lo está imponiendo la propia Constitución. 
Por lo tanto, entiendo que no se puede redactar un estatuto del funcionario que no tenga este mínimo 
contenido. 


SEÑOR HEBER.- Participo de la solución que plantea el señor senador Mieres, porque me da la 
sensación de que el artículo 28 del proyecto de ley desconoce las leyes sociales y la propia 
Constitución de la república. 


¿Cómo se va a establecer el derecho de asociación? ¿Y el derecho de sindicalización? 
¿Establecer estos derechos en un estatuto? ¿Derecho de libre expresión del pensamiento? ¿Cómo va 
a estar establecido en el estatuto el derecho de libre expresión del pensamiento? ¡Eso está consagrado 
en la Constitución de la República! ¿Derecho de huelga? ¿Esto quiere decir que teóricamente los 
funcionarios no lo tienen? ¿Derechos jubilatorios? 


Me parece que está mal que estemos legislando sobre esto cuando la propia Constitución de 
la república y las leyes dan garantía a todos los trabajadores del país —públicos y privados— de gozar 
de estos derechos. No es el Estatuto del Funcionario Público de la Administración Central el que da 
esos derechos, ya lo tienen por nuestra Constitución y por nuestras leyes. ¿Cómo va a estar 
establecido el derecho a la jubilación? Parecería que hay una suerte de desconfianza de que los 
funcionarios no puedan tener estos derechos. ¿Derecho a la limitación de la jornada laboral? La verdad 
es que no entiendo. Cuando votamos una ley, los que levantamos la mano tenemos que advertir que 
esto es una reiteración de derechos que están consagrados en nuestra Carta Magna. 


Dado que estos son derechos que ya tienen todos los trabajadores del país, me inclino por la 
redacción sugerida por el señor senador Mieres, y por establecer una homologación en cuanto a que 
son derechos que están consagrados en una redacción única. Debo confesar que me daría verguenza 
explicar esto en el plenario, donde hay senadores que no integran la comisión; ellos nos dirían: «Pero, 
¿cómo? ¿Ustedes están hablando de derechos que ya están establecidos en la Constitución de la 
República? De esta manera, parecería que deberíamos estar permanentemente reiterándolos en todas 
las leyes porque, de lo contrario, los trabajadores no los tendrían. Como dije, ya están establecidos en 
la Constitución y en las leyes que hemos aprobado. 


SEÑOR BELTRAME.- De repente, a esta altura ya no nos estamos escuchando. 


Lo que mencionaba la doctora Menéndez es que el artículo 61 de la Constitución mandata el 
contenido del Estatuto del Funcionario Público, al disponer —leo textualmente—: «Para los funcionarios 
de carrera, el Estatuto del Funcionario establecerá las condiciones de ingreso a la Administración, 
reglamentará el derecho a la permanencia en el cargo, al ascenso, al descanso semanal y al régimen 
de licencia anual y por enfermedad; las condiciones de la suspensión o del traslado; sus obligaciones 
funcionales y los recursos administrativos contra las resoluciones que los afecten, sin perjuicio de lo 
dispuesto en la Sección XVI!l». 


En función de esto es que el listado no tiene carácter taxativo, pero sí de indicación. En ese 
sentido, entendemos que nuestro deber es plantearlo de esta forma y con esta redacción. 


SEÑOR MIERES.- No es que no nos estemos entendiendo, es que tenemos una opinión distinta sobre 
lo que mandata la Constitución. 


El listado que estamos considerando no resuelve las cuestiones que se acaban de plantear, 
que están a lo largo de todo el estatuto. Esto es una mera enumeración de derechos que están en la 
Constitución de la República y en distintas leyes, y que son generales para todos los ciudadanos y para 
todos los trabajadores. Entonces, si en cada ley que vamos a votar tenemos que volver a redactar un 
listado con todos los derechos que tiene el trabajador, estamos legislando mal. 


Por eso digo que no se trata de un problema sustantivo; estamos de acuerdo con estos 
derechos y también con que la enumeración nunca va a ser taxativa porque tiene que estar abierta a la 
eventualidad de que haya algún otro, pero no podemos votar un texto que hace un enunciado de cosas 
tan extenso porque ya sería sobreabundante. Lo que abunda no dañará pero cuando llega a 
sobreabundar, al final, genera una sensación de que sobra. El proyecto de ley lo votamos nosotros y la 
verdad es que uno siente que esto sobra. Basta con una remisión a la Constitución y las leyes que 
establecen todos estos derechos y algunos otros más, probablemente, por lo que no hay que listar 
todo. 


Este es un problema de técnica legislativa, no es sustantivo. Y reitero: no es que no nos 
estemos escuchando, sino que tenemos opiniones distintas. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- La única consideración que reiteraría es que se trata de un estatuto formal y, 
por lo tanto, por propia definición tiene que contener los derechos y obligaciones, por más que sean 
superabundantes y ya estén en otro lado. De lo contrario, el estatuto formal no tiene sentido. ¿Por qué 
el funcionario, hoy por hoy, tiene un estatuto? Porque para determinadas cosas se rige por la ley tal y 
para otras por la ley cual, ya sea porque es funcionario público y se trata de normas que rigen para 


estos en general, o porque es trabajador y son normas que refieren a estos o, simplemente, porque es 
una persona humana y son disposiciones que tienen que ver con la persona humana. Cuando el 
estatuto se transforma en un cuerpo normativo debe contener, por lo menos, los derechos y las 
obligaciones porque ese es el concepto de estatuto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos a considerar el artículo 31. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Respecto al artículo 31, quiero decir que no afectaría para nada que se 
eliminara la expresión inicial «Son nulas y». Esa era la observación que se hizo. Si empieza con «No 
surtirán efecto», es exactamente lo mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, nuestros invitados estarían de acuerdo con que se suprimiera la 
frase inicial «Son nulas y» y el texto comenzara diciendo: «No surtirán efecto». 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Exactamente, señora presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Tomamos nota de la observación. 
SEÑOR MIERES.- Quiero dejar una constancia. 


Si no recuerdo mal, la razón por la que se desglosó el artículo fue que esta también es una 
norma que existe, en general, para todos los procedimientos administrativos. Si no son debidamente 
notificados los interesados, son nulas las resoluciones y anotaciones. Eso es de orden y por esa razón 
lo habíamos desglosado; otra vez, porque nos parece sobreabundante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ahora pasamos a considerar el literal 1) del artículo 35. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Aparentemente, la observación sería que lo establecido en este literal 1) se 
confunde con la subrogación en el cargo en cuanto a los derechos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tenemos anotado, por parte de Secretaría, que esto se vincula con el literal 
R) del artículo 28. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Quisiera aclarar que se trata de dos situaciones totalmente diferentes. La 
obligación de sustituir al superior quiere decir que si el jefe no está porque hoy no vino y está el 
subjefe, este tiene que actuar como aquel, lo que implica que, por ejemplo, tendrá que firmar los 
expedientes y dar las autorizaciones correspondientes a un jefe. Esa es la obligación que tiene el 
funcionario. 


Ahora bien; el literal R) del artículo 28 es diferente: trata de la subrogación. Es decir, cuando 
pasado determinado tiempo de ausencia del titular o de acefalía de un cargo, la Administración tiene 
que nombrar a un subrogante. Se trata de una persona a la que no solamente se le encargan esas 
tareas sino que, además, se le paga por ellas. Esa es la diferencia entre un caso y el otro. 


SEÑOR BELTRAME.- Atención, porque si se cambia el contenido del artículo 28, esta remisión carece 
de sentido. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Claro. 
Ahora pasamos a considerar el artículo 48. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- El artículo 48 fue desglosado, pero no recuerdo exactamente cuál es el motivo 
del desglose. En realidad, lo que hace el artículo es reproducir el artículo 28 de la Ley n.* 18125, de 
creación de la agencia, que garantiza a los ex funcionarios del Banco Hipotecario del Uruguay 


redistribuidos a la Agencia Nacional de Vivienda, su condición de bancarios: siguen aportando a la caja 
bancaria, sus remuneraciones se ajustan igual que la de los funcionarios de la banca oficial, en 
definitiva —como dije—, que mantienen su condición de bancarios. La única diferencia que tienen es que 
como se aprobaría este estatuto, la referencia al estatuto del Banco Hipotecario del Uruguay que tenía 
el artículo 28 de la Ley n.* 18125, aquí no corresponde. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si ningún señor senador tiene dudas, pasaríamos a revisar el final del literal 
J) del artículo 43, que habla de un «término prudencial». Nos parece que es un término bastante vago 
para incluir en un proyecto de ley. Querríamos saber en qué estaban pensando para incluir esta 
expresión y si se puede redactar de otra forma. 


SEÑOR MENÉNDEZ.- Es una potestad discrecional del directorio otorgar, o no, la prórroga cuando el 
cese es automático, y establece el tiempo según las necesidades del servicio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aquí habíamos analizado que el término «prudencial» en una ley no es el 
más correcto. 


SEÑORA AYALA..- En la sesión pasada se habló de acotar, es decir, determinar el tiempo y no dejarlo 
libre, porque «prudencial», para mí, puede ser una cosa y para otra persona, puede ser algo distinto. 


SEÑORA MENÉNDEZ.- Actualmente en el estatuto del Banco Hipotecario esa potestad está 
establecida hasta por dos años. La diferencia era que en realidad los representantes de los 
funcionarios reclamaban que ellos cesaban mucho más pronto que los funcionarios que no son 
bancarios, entonces hacían fuerza para modificar esa situación. Pero se puede establecer que sea 
hasta dos años, que es lo que se ha manejado hasta ahora. 


SEÑOR BORSARI.- Podría decirse: «El Directorio, con el consentimiento del funcionario y por 
resolución fundada en razones de servicio, podrá postergar el cese de los funcionarios del Sistema 
Escalafonario Ley 18.125» y ahí poner el punto. 


SEÑOR HEBER.- Son funcionarios bancarios cuya situación queremos comenzar a regularizar de 
alguna manera. Beltrame hablaba de que podría solucionarse en el 2030; también podría ser en el 
2040. 


SEÑOR BORSARI.- A modo de fundamento quisiera agregar que actualmente la tendencia en el 
mundo es a revalorizar el trabajo de la gente más veterana  —por decirlo de alguna manera-— y por eso 
me atreví a dejar esta sugerencia. Los señores legisladores sabrán qué hacer con ella. 


En cualquier lugar de la Administración central o descentralizada hay personas muy 
competentes; no digo que sean imprescindibles porque nadie lo es, pero muchas veces son necesarias 
para el organismo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Tomamos nota de las opiniones y, si no hay nada para agregar, 
agradecemos la visita de las autoridades de la Agencia Nacional de Vivienda. 


SEÑOR BELTRAME.- Les deseamos que puedan terminar cuanto antes para ver si podemos aspirar a 
que al término de esta legislatura quede resuelto este tema. 


(Se retiran de Sala los representantes de la Agencia Nacional de Vivienda). 


SEÑORA PRESIDENTA.- Consulto a los señores senadores si con las observaciones que se han 
hecho estaríamos en condiciones de corregir algunos textos que ya quedaron registrados por 
secretaría y votar este estatuto hoy. Además, tenemos que citar a una sesión extraordinaria para 
considerar el estatuto de la fiscalía. Repasamos todos los artículos que estuvimos analizando. 


Corresponde comenzar con la consideración del literal B) del artículo 5.*, que tiene que ver 
con el voto. 


SEÑOR HEBER.- ¿El artículo 4. lo dejamos tal como está? 


SEÑORA PRESIDENTA.- El artículo 4. está votado. Si algún señor senador pide la reconsideración, 
se reconsiderará; de lo contrario, queda tal como fue votado, por mayoría, no por unanimidad. 


El artículo 5. tenemos que votarlo todo, porque teníamos una duda en el literal B) y 
habíamos optado por desglosar todo el artículo, hacer la consulta y después votarlo. Acá se dieron 
explicaciones vinculadas al literal B) y, por lo tanto, tenemos que definirnos. 


En consideración el artículo 5.*. 
SEÑOR HEBER.- Si desglosamos el literal B), yo voto el artículo. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, desglosamos el literal B) del artículo 5.* y votamos todo el resto. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el literal B). 
SEÑOR HEBER.- Yo no voto. 
SEÑOR MIERES.- Yo tampoco. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 13. 
SEÑOR HEBER.- Yo no voto. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 14. 
SEÑOR HEBER.- Tampoco lo voto. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Si no se hace uso de la palabra se va a votar. 
(Se vota). 
—4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 15. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 16. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—4 en 6. Afirmativa. 
En consideración el artículo 17. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
5 en 7. Afirmativa. 


En consideración el artículo 18, que está mal transcripto. Por lo tanto, vamos a leer la 
redacción original, que es la que viene del Poder Ejecutivo y es la que vamos a someter a votación. 
Dice así: «Artículo 18.- (Definición de grado). Son niveles de la carrera dentro de los cargos». Se había 
planteado una alternativa que dice: «Se entiende por grado los diferentes niveles dentro de los cargos 
correspondientes a los escalafones». Quiero consultar a los señores senadores si votaríamos por este 
último texto. 


SEÑOR HEBER.- Sí. 
SEÑORA PRESIDENTA.- En consideración este último texto. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 19. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 20. 


Este artículo está dividido en incisos y acordamos que el tercero terminaría luego de «la citada 
ley», eliminando todo lo demás. 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que una cosa es terminar este artículo en «la citada ley» porque lo que 
viene después es de carácter explicativo y otra —no me queda claro si esto es lo que dice el sistema 
escalafonario de la Ley n.” 18125-— lo relativo a incluir al propio BHU. Esa es la única duda que tengo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las autoridades de la ANV dijeron que era exacto. 


SEÑOR MICHELINI.- Prefiero confirmarlo, pero estamos dando por entendido que, aunque 
eliminemos esto, la posibilidad de incluir en el futuro al propio BHU ya está habilitada por ley. En todo 
caso, pido a secretaría que lo verifique y, llegado el caso, lo arreglaremos en Sala porque no puede 
suceder que esa posibilidad de incluir al BHU no esté autorizada por ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Vamos a votar el texto hasta «citada ley», sujeto a la reconsideración en 
Sala, en el caso de que se confirmen las dudas del señor senador Michelini. Votamos los cuatro incisos 
con la corrección hecha en el inciso tercero. 


(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Con respecto a los artículos 21 y 22, las autoridades de la ANV plantearon que era una 
especie de cohesión. Vimos que había una similitud entre el artículo 21 y el literal E) del artículo 3.*. 
Hay que definir cómo se va a votar. 


SEÑOR MIERES.- Dado que el artículo 21 ya fue votado, voy a pedir su reconsideración. En lo 
personal, voy a votar su eliminación porque es sobreabundante con el literal E) del artículo 3.” y me 
parece bien el fundamento del directorio de la ANV, en el sentido de que mantenerlo en el artículo 3.2 
es correcto y que lo que es sobreabundante es que en el capítulo de capacitación se reitere el mismo 
texto. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la reconsideración del artículo 21. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se va a votar el artículo 21. 


(Se vota). 


=5 en 7. Afirmativa. 
En consideración el artículo 22. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar con la exclusión de la expresión «en lo 
posible». Por lo tanto, el texto dirá: «Se facilitará la concurrencia de los funcionarios» y sigue tal como 
estaba redactado. 


(Se vota). 

=5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 28. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

5 en 7. Afirmativa. 

En consideración el artículo 31. 


Aquí se había sugerido una corrección por la cual quitábamos «son nulas» y empezábamos 
diciendo, con mayúscula, «No surtirán efecto». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
5 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR MICHELINI.- La verdad es que esto me genera ciertas dudas porque una cosa es decir «son 
nulas» y otra, «no surtirán efecto». No es lo mismo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creí entender que el directorio estaba de acuerdo con eliminar la expresión 
«Son nulas». El asunto es ver si mantenemos o no el acuerdo que ellos dijeron tener con quienes 
sugerían eliminarla. 


SEÑOR MICHELINI.- No sé si está bien redactado decir: «Son nulas». 


SEÑOR MIERES..- En realidad, el no surtir efecto es una consecuencia de la nulidad. Por lo tanto, lo 
que sobra es «no surtirán efecto alguno». Si son nulas, no surtirán efecto alguno. 


SEÑOR MICHELIN!I.- Es preferible sacar «no surtirán efecto alguno» y empezar diciendo «Son nulas». 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo haber recogido lo que se está planteando ahora. Recuerden que este 
artículo ya lo votamos 5 en 7. 


SEÑOR MICHELINI.- Hablé en el mismo momento en que se estaba votando. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO..- Solicito que se reconsidere el artículo 31. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Se va a votar la reconsideración del artículo 31. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El último texto que se planteó es el siguiente: «Son nulas las resoluciones y las anotaciones 
que se pongan en los legajos personales, que no hayan sido debidamente notificadas a los 
interesados». 


Se va a votar el artículo 31, con el texto que acabo de leer. 
(Se vota). 
=5 en 7. Afirmativa. 


SEÑOR MIERES.- Antes de pasar al artículo siguiente, quiero dejar una constancia general. Estamos 
legislando mal. Lo que estamos haciendo es votar el texto tal como viene de la Agencia Nacional de 
Vivienda, sabiendo que en realidad está mal redactado y que tiene problemas de técnica legislativa, 
que no son sustantivos. Estamos votando en contra de un montón de cosas porque creemos que están 
mal escritas y que deberían haberse redactado de otra manera. Es una pena porque no tenemos 
diferencias de fondo; estas surgen por la mala técnica legislativa. Nos quejamos de que las leyes son 
malas, están mal escritas o tienen problemas, pero estamos haciendo eso mismo. Es lo que quería 
decir como constancia general. 


SEÑORA PRESIDENTA.-En consideración el literal 1) del artículo 35. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el literal J) del artículo 43. 


En este caso, habíamos dicho que en lugar de dejar «por un término prudencial», podríamos 
establecer: «por el término de dos años». Así lo expresaron las autoridades de la Agencia. 


SEÑORA AYALA..- Creo que se puede establecer un término de dos años y la posibilidad de prorrogar 
por igual período por única vez. Luego de hablar con el escribano Borsari y de ver, en el ámbito 
ejecutivo, las dificultades que hay muchas veces para encontrar personas que ocupen esos cargos o 
que si se van las que están en ese lugar el ámbito queda en falso, se podría analizar la posibilidad de 
prorrogarlo por única vez por dos años más. De esa manera, estamos acotando en el tiempo, no le 
estamos dando treinta años como decíamos hoy, pero sí dos años con la posibilidad de prorrogar por 
dos años más excepcionalmente o por única vez. 


SEÑOR HEBER.- Esto parecería lógico si hablamos de los funcionarios que tienen 62 años, que 
cuentan con un estatuto propio porque pertenecen al Banco Hipotecario del Uruguay, pero no en el 
caso de los que tienen 70 años porque, si no, estamos haciendo una excepción al resto de los 
funcionarios que están obligados a cesar a los 70 años. En ese caso no voy a acompañarlo porque 
también estamos dando al directorio la posibilidad de postergar el cese de los funcionarios que tienen 
70 años. Reitero que, tratándose de los de 62 años, me parece que está dentro de la lógica. Creo que 
está mal que deban cesar a los 62 años; por el contrario, si pueden trabajar hasta los 70 años, me 


parece bien. Los 70 años es un límite que hemos puesto en la Administración pública para los 
funcionarios de todas las reparticiones. 


No me parece lógico que demos esa facultad. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál es el sistema de la Ley n.* 18125? 
SEÑORA PRESIDENTA.- El del Banco Hipotecario del Uruguay. 


SEÑORA AYALA.- En realidad, la intención es referirse a los comprendidos en el sistema bancario, no 
a todos los que llegan a los 70 años. Podemos acotar eso también. Creo que ya está especificado por 
el sistema escalafonario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acá lo dice. 
SEÑORA AYALA..- Exacto. Es solo para el caso de la Ley n.* 18125, no para los otros. 
SEÑOR HEBER.- ¿Por qué se hace mención a los funcionarios ingresados a la ANV de 70 años? 
(Dialogados). 
Entonces, no prorrogamos a los 70 años. 
SEÑORA PRESIDENTA.- No, señor senador. 
Se va a votar la reconsideración del literal J) del artículo 43. 
(Se vota). 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración nuevamente el literal J) del artículo 43. 


De acuerdo con lo conversado, después de quitar el término «prudencial» se pondría «por un 
término de dos años, el que se podrá prorrogar por una única vez». 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el literal J) con la corrección en la redacción 
que se acaba de citar. 


(Se vota). 

6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En consideración el artículo 48. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 


6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Si los señores senadores están de acuerdo, se propone al señor senador Michelini como 
miembro informante. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota). 


—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Existe la posibilidad —por no decir la certeza— de sesionar en forma extraordinaria para 
considerar y votar lo relacionado con las fiscalías a fin de que la semana próxima podamos aprobar los 
dos estatutos. 


La propuesta es reunirnos el lunes 24 a la hora 10:30. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 16:38). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


